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			Resumen

			Este libro plantea la problemática de la minera ilegal desde lo general a lo particular, es decir, desde las experiencias internacionales hasta aterrizar en Colombia y finalizando con el análisis del caso de California, Santander. Presenta, de manera clara y detallada, el proceso de coexistencia de los mineros artesanales de California, Santander con la empresa MINESA. Para lograr esto, los autores hacen un recorrido histórico-territorial de casos de coexistencia a través del tiempo en otros países además de los avances socio-jurídicos que se han tenido en esta materia desde el punto de vista de las legislaciones internas de cada uno de los países que se analizan en esta investigación.
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			Processes of mining coexistence in Colombia: case analysis of the miners of California, Santander

			Abstract

			This book examines the problem of illegal mining from the general to the particular; in other words, from international experiences to arriving in Colombia and closing with an analysis of the case of California, Santander. It presents, in a clear and detailed manner, the coexistence process of artisanal miners of California, Santander, with the MINESA company. To achieve this, the authors offer a historical-territorial study of cases of coexistence through time in other countries, in addition to the socio-legal advances made in this matter from the perspective of the internal legislations of each country analyzed in this research.
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			Introducción


			El 85 % del oro que Colombia exporta es extraído de manera ilegal (El Tiempo, 2022). Se trata de una actividad que, por desarrollarse de manera clandestina mediante técnicas rudimentarias y de bajo costo, genera altos impactos ambientales los cuales, siguiendo a Legis (2021), se distribuyen en cuatro ejes principales:

			1.Impacto geológico: la erosión del suelo producida por la remisión exponencial de tierra por excavación es la principal causa de derrumbes que ocasionan principalmente la perdida de bosque, además de generar fallas geológicas, que pueden producir cambios geomorfológicos y topográficos.

			2.Impacto biológico: la contaminación generada por la polución y los agentes químicos usados en la producción minera impacta directamente sobre los bosques, los ecosistemas de páramo y los afluentes hídricos, ocasionando la pérdida de recursos, de especies y de animales en peligro de extinción.

			3.Impacto en el recurso hídrico: el aumento de los sedimentos y la desviación de los cauces de los ríos para desarrollar actividades mineras ilegales genera transformación del paisaje, inundaciones y pérdida de cultivos.

			4.Impacto social: por lo general, en las zonas de influencia de explotación minera se produce un incremento de la violencia, pérdida de cultura, conflictos sociales, migraciones masivas de población, desigualdad social, cambio de actividades económicas y sociales, aumento de los servicios públicos, pobreza, transformación en el uso del suelo, entre otras.

			Como fenómeno, la minería ilegal tiene varios eslabones; el primero de ellos son los ocupantes mineros, denominados por la legislación colombiana como “mineros tradicionales” (y a nivel internacional como mineros artesanales y de pequeña escala, mape) que, a pesar de no cumplir con los requisitos legales para explotar el mineral, por lo general llevan varios años (más de diez, casi siempre) ejerciendo la minería en las áreas tituladas a favor de terceros, tienen fuertes vínculos sociales con la comunidad o son oriundos de la región, y conciben dicha actividad como parte de sus costumbres y único medio de sustento, por lo que la interdicción para llevarla a cabo en estas áreas, dependiendo de su magnitud, tendría un alto impacto social y cultural para las comunidades de la zona de influencia de los proyectos mineros.

			El segundo eslabón corresponde a los titulares mineros: empresas que, muchas veces constituidas con capital de inversión extranjera, cumplen con todos los requisitos legales ante el Estado para adquirir la propiedad de los minerales que se encuentran en el subsuelo, realizan los pagos de todas las contraprestaciones económicas que se les exige para mantener estos títulos, pero que, debido a la ocupación de los mineros tradicionales y de subsistencia, no pueden realizar los procesos de explotación en estas áreas.

			El tercer eslabón es el Estado. En el caso de Colombia, mediante políticas públicas y normas, interviene en los procesos como mediador a través del Ministerio de Minas y Energía, toda vez que las partes involucradas son las responsables de establecer sus propias reglas de juego. Esto conlleva a que los ocupantes (mineros tradicionales) y los titulares mineros lleguen a acuerdos que consisten en ceder ciertas áreas para que los mineros tradicionales puedan legalizar su actividad o a suscribir subcontratos de formalización minera con ellos.

			Se puede concluir que el problema de la ocupación de mineros tradicionales sin autorización se debe a la ausencia de control de las autoridades competentes que, debido a que cuentan con pocas herramientas jurídicas o por situaciones sociales externas a la institucionalidad, como el conflicto armado interno, no han logrado que el fenómeno de minería ilegal disminuya, hasta el punto de que las comunidades locales se ven obligadas a depender de la misma, pues no cuentan con otras alternativas económicas o con el apoyo estatal.

			Esta situación conduce a que los mineros realicen la actividad minera de manera informal o la sustituyan por otra, más aún cuando los titulares mineros solo cuentan con el Estado como mediador en un proceso de acuerdos entre ellos y los ocupantes tradicionales. Este hecho se constituye en un problema de conflictividad social constante, dado que el titular minero siempre estará interesado en explotar toda el área que ha sido otorgada por el Estado y, por su parte, los ocupantes mineros tradicionales querrán hacer lo propio y, en lo posible, sin la participación de la empresa o titular minero.

			La ley protege la propiedad de los titulares mineros, por tanto, no los obliga a ceder o negociar sus títulos con los ocupantes mineros (se trata de un acto voluntario) y establece la figura del amparo administrativo (art. 306 del Código de Minas, 2001) para proteger el título minero de las perturbaciones u ocupaciones ilegales que puedan realizar terceros no autorizados a través de medidas policivas. Sin embargo, estas medidas han sido insuficientes, puesto que, en la práctica, la presión social y las vías de hecho que ejecutan los ocupantes mineros dificultan la garantía de la propiedad de los titulares mineros.

			En este contexto, una respuesta es la coexistencia minera, que parte del reconocimiento de esta realidad social y cultural, la cual, al no ser vista de manera adecuada, puede exceder la capacidad de los programas de responsabilidad social corporativa y licencia social desplegados por los titulares mineros.

			A partir de lo anterior, la coexistencia minera ha sido el resultado de un proceso de concertación entre los titulares mineros y los mineros tradicionales y de subsistencia que no tienen una relación de propiedad debidamente otorgada por el Estado, por lo que, en principio, realizan una actividad ilegal sobre los títulos otorgados a un tercero (titular minero).

			Los procesos de coexistencia son impulsados por muchos gobiernos para incluir a los mineros tradicionales como contribuyentes tributarios. Asimismo, muchos mineros quieren evitar esos costos, especialmente si el pago de impuestos no se traduce en mejores servicios, como la salud y la educación. La “formalización” puede dar a los pequeños mineros seguridad en la tenencia, un activo para solicitar préstamos y proporcionar cierta protección contra la extorsión por parte de grupos armados o incluso de funcionarios gubernamentales corruptos. Sin embargo, puede implicar costos significativos derivados del cumplimiento de la normativa, la mejora de los servicios de salud y de seguridad, así como la aceptación de la responsabilidad por los daños medioambientales.

			Por otra parte, para muchos mineros tradicionales no resulta viable esperar meses para obtener permisos u otras aprobaciones sin ninguna fuente de ingresos o no recibir durante largos períodos el pago por el oro que extraen. En gran cantidad de países en vías de desarrollo muchas personas están acostumbradas a trabajar en la economía “informal”, y la “formalización” solo tendrá éxito si hay incentivos económicos claros y un marco de gobernanza que funcione para apoyarla. Si la aplicación de la ley es mínima, los mineros de la mape tienen pocos incentivos para cumplirla.

			En los casos de solapamiento de la minería a mediana o gran escala con la mape puede existir un beneficio mutuo al trabajar en colaboración hacia resultados más positivos y sostenibles y al tratar de evitar el conflicto bajo el liderazgo de los gobiernos. De ahí la importancia de analizar estas variables para determinar los aciertos y fracasos de las políticas de formalización minera a través de los procesos de coexistencia minera.

			Para el caso de Colombia, el país cuenta con un gran potencial minero para desarrollar proyectos extractivos a mediana y gran escala que derivarían en múltiples beneficios para las comunidades, las regiones y la nación en general. Esto motivó a que, en los últimos años, las compañías mineras internacionales hayan multiplicado sus inversiones en exploración y explotación. La implementación del modelo extractivista de los recursos naturales no renovables, impulsado por los últimos gobiernos de Colombia, se ha concretado en gran medida en la proliferación de títulos mineros y, de manera consecuente, en el incremento de actividades mineras en gran parte del territorio nacional (Garay et al., 2013).

			Esto se contrapone a una realidad minera de explotación tradicional a pequeña escala y sin títulos que ha sido desarrollada incluso antes de que se entregaran estos últimos a los mineros. Por ejemplo, en Colombia la explotación minera de oro ha sido llevada a cabo principalmente por pequeños mineros informales que hacen caso omiso del costo que supone el cumplimiento de las leyes y las normas administrativas que rigen las relaciones de propiedad y, en gran medida, no llevan a cabo un aprovechamiento racional del recurso mineral (Tarra Almario, 2021). Esto supone que la minería convencional y legal se enfrenta a la encrucijada de coexistir con proyectos de minería a pequeña escala que, por tradicionalidad e historia, han sido desarrollados en las regiones (Tarra Almario, 2021).

			Hemos querido presentar aquí, a los interesados en el tema, una mirada internacional, nacional y local sobre los procesos de coexistencia minera desde el ámbito normativo, social y cultural con el ánimo de que sirva de hoja de ruta para el gran número de procesos de concertación que aún se deben realizar en Colombia.

			Como parte del análisis hemos escogido un estudio de caso llevado a cabo en el municipio de California, departamento de Santander (Colombia), que como resultado logró, después de muchos años de diálogo y concertación con la comunidad minera, la constitución de una empresa denominada Calimineros, a través de la cual la empresa Minesa logró un acuerdo para realizar un subcontrato de formalización minera en uno de sus títulos, con el fin de legalizar la actividad de aproximadamente 170 mineros del municipio que en otrora invadían los terrenos, sobre los que el Estado colombiano ya había otorgado títulos de extracción a dicha empresa, para ejercer ilegalmente la actividad minera.

			Así pues, la información que analizamos y presentamos en este libro es fruto de una revisión exhaustiva de la bibliografía nacional e internacional, de la normativa y la jurisprudencia nacional, así como de las entrevistas que sostuvimos y encuestas que realizamos a los principales actores y miembros de la comunidad de Calimineros en el proceso de concertación del programa de coexistencia minera.

			El objetivo que buscamos con las encuestas y entrevistas realizadas a diferentes estamentos relacionados directa o indirectamente con la minería y el proceso de coexistencia en el municipio de California fue identificar los siguientes aspectos:

			1.Desarrollo histórico de la minería en California.

			2.Relación de las empresas con los mineros tradicionales.

			3.Puntos de discordia entre mineros tradicionales y las empresas.

			4.Percepción respecto a quiénes tienen más derechos sobre los minerales que hay en el municipio.

			5.¿Qué motivó a los mineros a asociarse?

			6.Proceso de conformación de la cooperativa de Calimineros.

			7.Funcionamiento administrativo, financiero y técnico de Calimineros.

			8.¿Por qué algunos mineros tradicionales no quisieron pertenecer a Calimineros?

			9.Ventajas y desventajas del proceso de coexistencia desarrollado.

		


		
			1


			Contexto de la minería ilegal


			1.1. Una visión internacional


			1.1.1. La minería ilegal


			La minería es una actividad vinculada a la economía y al medioambiente. Por un lado, al atraer inversiones, la minería produce un mayor ingreso de divisas y mayores valores de exportación; además, recientemente ha influido en la evolución positiva de las bolsas mundiales por el alza en la cotización de los metales; y por otro lado, la minería ha sido fuente de pasivos ambientales y conflictos sociales por la naturaleza y desarrollo de su actividad (Dammert y Molinelli, 2007).

			Alrededor de 20 millones de personas en todo el mundo se dedican a la minería ilegal y aportan casi una cuarta parte de la producción mundial de oro (Hilson, 2001). Machado y Davim (2020) observaron que la minería ilegal podría ser una herramienta para reducir la pobreza, aunque al mismo tiempo tiene un impacto negativo en el medioambiente, por lo que es urgente la intervención del Gobierno y de los ciudadanos en general para lograr la sostenibilidad. Según Hilson G. (2001b), la mayor parte de los ingresos de la minería proviene de los pequeños mineros, que en su mayoría son ilegales. En consecuencia, las actividades mineras ilegales pueden generar impactos sociales, ambientales y económicos, que han llamado cada vez más la atención de los gobiernos para ayudar a frenar o erradicar los problemas (Staatsen et al., 2017; Mejía, Pacheco, Muzo y Torres, 2015).

			Dadas las contribuciones y los efectos de la minería ilegal, la necesidad de mejorar su desarrollo sostenible es un objetivo vital tanto para la industria como para la economía en general (Mancini y Sala, 2018). Varios de los objetivos de desarrollo sostenible (ods) fijados por las Naciones Unidas para 2030 se pondrán en duda sin una contribución sustancial del sector minero, que sirve de materia prima para que el sector manufacturero cree empleo y aporte valor a lo largo de las cadenas de suministro de bienes materiales (IISD, 2019). Además, la apuesta por impulsar la producción de materias primas minerales puede causar impactos sociales, ambientales y económicos, que también pueden comprometer los objetivos de otras metas de desarrollo sostenible (Nti et al., 2020).

			El uso de los recursos puede tener un impacto positivo, negativo o ambos en las comunidades que disponen de ellos; esto se pone de manifiesto en el debate académico sobre la hipótesis de la “maldición de los recursos”, según la cual los países bendecidos con recursos naturales tienden a tener una tasa de crecimiento más lenta que los países pobres en ellos (Cai y Newth, 2013).

			Muchos países consideran que la minería es un motor clave del desarrollo económico. En este sentido, existe amplia evidencia de que aquellas naciones que adoptan leyes mineras modernas y ofrecen un entorno propicio pueden atraer la inversión del sector privado en actividades de exploración y operación minera. A su vez, esto contribuye a aumentar las recaudaciones tributarias, los ingresos por concepto de exportaciones, las oportunidades de empleo, el desarrollo de obras de infraestructura (en especial en zonas rurales) y la transferencia de tecnología a los países receptores.

			No obstante, si bien la extracción de recursos minerales proporciona a las economías en transición grandes oportunidades de desarrollo económico, existe el riesgo de que estas operaciones se conviertan en enclaves socioeconómicos y causen daño medioambiental. Por este motivo, es importante que los gobiernos presten atención a los aspectos sociales y ambientales y se comprometan con el buen gobierno y la transparencia. Los países, las comunidades y las empresas enfrentan dificultades con respecto a las oportunidades y los riesgos en el momento de tomar medidas para garantizar un enfoque responsable sobre la explotación de los recursos minerales (Banco Mundial, 2013).

			Según el Banco Mundial, los Estados se hallan ante el desafío de emprender acciones mineras (exploración y explotación) manteniendo un equilibrio entre responsabilidad social y ambiental, lo cual puede resultar complejo dado que, por un lado, la responsabilidad social implica tener en cuenta un enfoque étnico-histórico y de género y, por otro, la responsabilidad ambiental trae consigo las realidades del cambio climático (2013).

			Para afrontar este desafío se han planteado varias soluciones, por ejemplo que los gobiernos expidan leyes y políticas públicas que se ajusten a la realidad social de cada territorio y que además refuercen el compromiso con el ambiente con el objetivo de ser más atractivo a las inversiones privadas y permitiendo la sostenibilidad de la actividad en el tiempo. Las soluciones planteadas para este desafío, al plantearse de manera aislada, por cada uno de los países, da origen al fenómeno de la ilegalidad, teniendo en cuenta que el contexto cultural e histórico de las comunidades dedicadas ancestralmente a esta actividad no ha repercutido en el momento de expedir las normas en los distintos estados.

			1.1.2. La minería artesanal y de pequeña escala (mape)


			Los mineros artesanales y de pequeña escala (mape) suelen estar implicados en malas prácticas medioambientales. Por ejemplo, el uso de mercurio (que no se utiliza en la minería a gran escala) puede devastar el entorno de las zonas afectadas, como ocurre con amplias zonas de la región amazónica. La extracción de oro artesanal suele estar relacionada con condiciones de trabajo peligrosas, un número escandaloso de lesiones y muertes, trabajo infantil, violencia de género y prostitución. Además, debido a su portabilidad y fungibilidad, el oro producido fuera de los marcos legales resulta muy atractivo para los grupos de delincuencia organizada, ya que les permite blanquear los beneficios de otras empresas delictivas. La mayor parte del oro informal o ilegal acaba siendo objeto de contrabando y circula por canales ilícitos, lo que constituye una fuente de inestabilidad en el mercado. Los flujos de oro informal pueden ascender a 20 000 millones de dólares en todo el mundo. A nivel local, los beneficios obtenidos por la mape pueden ser una fuente de corrupción, ya que financian sobornos a funcionarios públicos, políticos y agentes de la ley (World Gold Council, 2022).

			Una parte de las operaciones de extracción de oro por parte de los mape tienen un estatus legal y se han formalizado. En algunos casos, los mineros artesanales pueden buscar la formalización, pero el marco legal nacional puede no proporcionarles un estatus, la agencia de formalización puede ser geográficamente inaccesible o el proceso para obtener la autorización ser complejo, dejando que los mineros se queden atrapados en la economía “informal”. En otras situaciones, una explotación minera a pequeña escala puede ser ilegal sin la documentación adecuada, pero no necesariamente se lleva a cabo de forma irresponsable o perturbadora y puede representar una fuente de sustento de larga duración para una comunidad concreta. Sin ningún tipo de regulación o supervisión, la minería informal o ilegal puede verse empañada por una serie de impactos problemáticos, desde el uso de mercurio hasta el trabajo infantil. La minería mecanizada, basada en el uso indebido de los permisos de la mape o la minería ilegal asociada a conflictos o grupos armados puede tener, igualmente, un carácter mucho más maligno (World Gold Council, 2022).

			Para el caso particular del oro, la mape representa más del 90 % del empleo directo en este sector y ofrece una alternativa a la migración de las zonas rurales a las urbanas; además, los mineros artesanales y de pequeña escala suelen gastar una alta proporción de sus ingresos en bienes y servicios locales. Al parecer, la mape representa una parte dominante de la producción en varios países productores de oro importantes, como Colombia, Filipinas y Sudán. En los principales países productores de oro, como Ghana, Tanzania, Indonesia y Perú, aunque no es dominante, sigue representando una fuente importante de producción (World Gold Council, 2022).

			1.1.3. Los esfuerzos por formalizar la mape


			En los últimos veinte años ha aumentado el interés por el potencial de desarrollo y generación de ingresos de la mape para las comunidades pobres. El problema, sin embargo, ha sido conciliar estos objetivos con las prácticas ambientales, sociales y de gobernanza negativas asociadas a gran parte de la minería artesanal y de pequeña escala. Este reto se ha visto agravado por la lentitud con la que se avanza hacia la formalización de grupos responsables de mape o la mejora del control de la minería ilegal.

			Algunos organismos donantes bilaterales, como los de Estados Unidos, Canadá, la Unión Europea, Alemania, Francia, Suiza, el Reino Unido y Australia, han apoyado programas para tratar de resolver estos problemas.

			En la última década, los esfuerzos internacionales se han centrado en mitigar dos impactos asociados a la minería artesanal y de pequeña escala: evitar el uso indebido de los ingresos minerales para financiar ­conflictos armados ilegales y abusos de los derechos humanos, y reducir el mercu­rio, así como el vertido de este metal al medioambiente.

			La “Guía de debida diligencia de la ocde para las cadenas de suministro responsables de minerales procedentes de zonas de conflicto y de alto riesgo” pretende abordar el potencial del uso indebido de los minerales para financiar conflictos y abusos de los derechos humanos relacionados. La guía se centró inicialmente en África Central, donde la guerra civil congoleña había provocado la mayor pérdida de vidas civiles desde la Segunda Guerra Mundial.

			Estados Unidos fue el primero en entrar en el campo de las iniciativas sobre los llamados “minerales de conflicto” mediante la aprobación de la sección 1502 de la Ley Dodd-Frank. Sin embargo, el problema de esta legislación fue que motivó a algunas empresas de sectores como el tecnológico, el automovilístico y el de la joyería a reducir el riesgo de que se descubriera que utilizaban esos minerales boicoteando de hecho el material extraído en África, lo que se conoce como “reducción del riesgo” de su cadena de suministro.

			Un análisis reciente realizado por Pact (2020) trazó un mapa de los impactos de la mape en los ods. El análisis concluyó que “incluso en su estado informal, el sector de la mape contribuye positivamente a casi todos los 17 objetivos de desarrollo sostenible, pero también tiene un impacto negativo en la mayoría de ellos” (Pact, 2020). Su mayor contribución positiva está relacionada con su impacto en la pobreza en las zonas rurales (ods 1), pero para mitigar sus numerosos impactos negativos, parece apropiado buscar inspiración en el ods 17, “Movilizar las asociaciones mundiales para el desarrollo sostenible”. Como se desprende de este informe, para que la mape se convierta en un fenómeno más positivo es necesario que los gobiernos, las organizaciones internacionales, la sociedad civil, los agentes de la cadena de suministro y, en la medida de lo posible, la minería a mediana o gran escala trabajen juntos en la formalización y el desarrollo de capacidades.

			El “Reglamento sobre minerales de conflicto de la Unión Europea” entró en vigor a principios de 2021. Su aplicación se ha equilibrado con varias iniciativas para ayudar a los usuarios de estaño, tantalio, tungsteno y oro a identificar la situación de conflicto de varias regiones del mundo y con la financiación de proyectos de desarrollo de capacidades y otros para apoyar el suministro responsable de minerales procedentes de la mape a través de un grupo de múltiples partes interesadas denominado Asociación Europea para los Minerales Responsables (eprm). Tanto la legislación estadounidense como la “Guía de diligencia debida” de la ocde han generado la consecuencia involuntaria de marginar la producción artesanal y a pequeña escala desviándola de la red de refinerías de la lista de buenas entregas de la London Bullion Market Association (lbma). El resultado ha sido la canalización de una mayor producción de oro artesanal hacia canales ilícitos o menos regulados.

			Otro conjunto de iniciativas está relacionado con los esfuerzos para reducir las emisiones mundiales de mercurio. Este esfuerzo fue impulsado por el Convenio de Minamata sobre Mercurio (2013). La mape representa alrededor del 40 % del vertido antropogénico de mercurio en el medioambiente. Se espera que los Estados adheridos creen planes de acción nacionales para reducir sus emisiones de mercurio (World Gold Council, 2022).

			Sin embargo, a pesar de los valiosos esfuerzos de algunos organismos internacionales, debido a la fase inicial de algunos proyectos y al continuo crecimiento del número de personas que se dedican a la extracción de oro ilegal se cree que el nivel de contaminación por mercurio procedente de esta fuente sigue en aumento. La mape provoca la contaminación del suelo y del agua a través de los residuos y del vapor de mercurio. Como se sabe, esto tiene graves consecuencias para el medioambiente, la fauna y la salud humana.

			1.2. El contexto colombiano


			1.2.2. Conceptos previos


			1.2.1.1. Minería tradicional


			Definición legal: en su artículo 1, el Decreto 933 de 2013 define la minería tradicional como “aquella que se ha ejercido desde antes de la Ley 685 de 2001, en un área específica en forma continua o discontinua, por personas naturales o grupos de personas naturales o asociaciones sin título minero inscrito en el Registro Minero Nacional, en yacimientos minerales de propiedad del Estado y que, por las características socioeconómicas de estas y la ubicación del yacimiento, constituyen para dichas comunidades la principal fuente de manutención y generación de ingresos, además de considerarse una fuente de abastecimiento regional de los minerales extraídos. (…) Se entiende que la minería tradicional es una especie de la minería informal”.1

			Definición jurisprudencial: la Corte Constitucional la define como “todas aquellas actividades de exploración y explotación minera que han sido ejercidas tradicionalmente por personas que no han obtenido su formalización. Requiere el cumplimiento de dos requisitos para lograr su legalización, a saber: (i) haber adelantado trabajos mineros en forma continua y por el término de cinco (5) años mediante documentación técnica y comercial; y (ii) tener una existencia mínima de diez (10) años anteriores a la vigencia de la Ley 1382 de 2010”.2

			1.2.1.2. Minería ilegal


			Definición legal: en su artículo 159, el actual Código de Minas (Ley 685 de 2001) la define como “la exploración y explotación ilícita de yacimientos mineros”, que se configura cuando “se realicen trabajos de exploración, de extracción o captación de minerales de propiedad nacional o de propiedad privada, sin el correspondiente título minero vigente o sin la autorización del titular de dicha propiedad”.3 El Glosario técnico minero (2013) brinda una definición similar, pues se refiere a ella como “la minería desarrollada sin estar inscrita en el Registro Minero Nacional y, por tanto, sin título minero. Es la minería desarrollada de manera artesanal e informal, al margen de la ley. También incluye trabajos y obras de exploración sin título minero. Incluye minería amparada por un título minero, pero donde la extracción, o parte de ella, se realiza por fuera del área otorgada en la licencia”.4

			Definición jurisprudencial: la Corte Constitucional, en la citada Sentencia T-095 de 2015, la define como aquellas actividades de exploración y explotación que cuentan con las siguientes características: “(i) no cuentan con título minero; (ii) no se encuentran inscritas en el Registro Minero Nacional; o (iii) a pesar de contar con el respectivo título minero se ejecuta por fuera del área delimitada en la licencia.5

			1.2.1.3. Minería informal


			Definición legal: el Ministerio de Minas y Energía la define como aquella constituida por “las unidades de explotación pequeñas y medianas de propiedad individual y sin ningún tipo de registros contables”.6

			Sobre este punto, el artículo 107 de la Ley 1450 de 2011 dispuso que “es deber del Gobierno Nacional implementar una estrategia para diferenciar la minería informal de la minería ilegal. Deberá, respetando el Estado Social de Derecho, construir una estrategia que proteja los mineros informales, garantizando su mínimo vital y el desarrollo de actividades mineras u otras actividades que le garanticen una vida digna”.7

			Definición jurisprudencial: la Corte Constitucional diferencia el concepto de minería ilegal y minería informal, entendiendo este último como la actividad que no busca financiar actividades ilícitas y que se constituye como una actividad económica en distintas zonas rurales del país (SU-133 de 2017). 8

			1.2.1.4. Minería aluvial


			Definición legal: de conformidad con el Glosario técnico minero, se trata de aquellas “actividades y operaciones mineras adelantadas en riberas o cauces de los ríos; también se emplean métodos de minería aluvial para la extracción de minerales y materiales en terrazas aluviales”.9

			Definición jurisprudencial: la Corte Constitucional la ha definido como aquella forma de minería que “supone la extracción directa de metales del lecho de los ríos por medio de dragas de succión y aplicación de mercurio”.10

			1.2.1.5. Minería artesanal


			Definición legal: de acuerdo con el Glosario técnico minero, es una forma de minería ilegal, pues se define esta última como aquella “desarrollada de manera artesanal o informal, al margen de la ley”.11 En todo caso, la tendencia a la formalización minera ha brindado definiciones alternativas no asociadas a la ilegalidad.

			Resulta bastante ilustrativa la normativa peruana en la materia, pues las leyes tendentes a formalizar la minería artesanal la definen como “una actividad de subsistencia que se sustenta en la utilización intensiva de mano de obra que la convierte en una gran fuente de generación de empleo y de beneficios colaterales productivos en las áreas de influencia de sus operaciones, que generalmente son las más apartadas del país”.12

			Definición jurisprudencial: la Corte la ha definido como “la explotación de depósitos minerales a pequeña escala, en la que se utilizan métodos manuales —transmitidos de generación en generación— o con ayuda de equipos muy sencillos, por lo general elaborados por los mismos mineros, para la extracción de los metales. Esta es la clase de minería de subsistencia que realizan las comunidades étnicas y los campesinos desde hace siglos”.13
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